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ESTUDIO-PROPUESTA DEL CERMI DE TRASPOSICIÓN AL DERECHO ESPAÑOL DE LA DIRECTIVA (UE) 2016/2102 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO DE 26 DE OCTUBRE DE 2016 SOBRE LA ACCESIBILIDAD DE LOS SITIOS WEB Y APLICACIONES PARA DISPOSITIVOS MÓVILES DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR PÚBLICO (DOUE 2/12/2016)
(VERSIÓN PARA APORTACIONES)
Plazo límite de trasposición: 23 de septiembre de 2018

Norma española objeto de trasposición: 

- Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico (en concreto, su disposición adicional quinta, en su redacción dada por el artículo 6 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y por los artículos 4.18, 19 y 20 de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información).
Otras normas que interesan (en principio, no hay necesidad de modificarlas; sí habrá posteriormente que desarrollar reglamentariamente la Ley 34/2002 antes referida, una vez modificada para trasponer la Directiva)
- Real Decreto 1494/2007, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento sobre las condiciones básicas para el acceso de las personas con discapacidad a las tecnologías, productos y servicios relacionados con la sociedad de la información y medios de comunicación social.

- Real Decreto 366/2007, de 16 de marzo, por el que se establecen las condiciones de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad en sus relaciones con la Administración General del Estado.

Motivación

La Directiva tiene como objetivo garantizar que los sitios Web y las aplicaciones para dispositivos móviles de los organismos del sector público sean más accesibles, al basarse en requisitos comunes de accesibilidad. Se fundamenta en el artículo 114.1 del TFUE, es decir en el establecimiento y funcionamiento del mercado interior. No obstante, el apartado 12 de los considerandos de la Directiva menciona a la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, ratificada por parte de la mayoría de los Estados miembros y celebrada por parte de la Unión. Dicho Instrumento compromete a todos ellos a:

adoptar las medidas adecuadas para garantizar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones que los demás, a las tecnologías y los sistemas de información y comunicación, a desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de unas normas mínimas y unas directrices para la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso público, así como a fomentar el acceso para las personas con discapacidad a las nuevas tecnologías y sistemas de información y comunicación, con inclusión de Internet, y se comprometieron a abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la Convención y a velar por que las autoridades e instituciones del sector público actúen de conformidad con la misma. La Convención de las Naciones Unidas estipula asimismo que el diseño de productos, entornos, programas y servicios debe permitir que sean utilizados por todas las personas, en la mayor medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. Este tipo de «diseño universal» no debería excluir los dispositivos de apoyo para grupos concretos de personas con discapacidad, cuando ello sea necesario. Conforme a la Convención de las Naciones Unidas, por personas con discapacidad se entiende aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales prolongadas que, unidas a otras barreras, impidan su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que las demás.
Aunque el ámbito de la Directiva solo afecta a los organismos del sector público, la misma norma, en su considerando 34, anima a los Estados a ampliarlo a determinados sectores sensibles:
debe animarse a los Estados miembros a que amplíen la aplicación de la presente Directiva a las entidades privadas que ofrezcan instalaciones y servicios abiertos al público o de uso público, entre otros en los ámbitos de la asistencia sanitaria, la asistencia infantil, la inclusión social y la seguridad social, así como en el sector del transporte y la electricidad, el gas, la calefacción, el agua, las comunicaciones electrónicas y los servicios postales, con especial atención a aquellos servicios que se mencionan en los artículos 8 a 13 de la Directiva 2014/25/UE.

El artículo 7.3 de la Directiva, así mismo, dispone:

Los Estados miembros tomarán medidas para facilitar la aplicación de los requisitos de accesibilidad establecidos en el artículo 4 a otros tipos de sitios Web o aplicaciones para dispositivos móviles distintos de los mencionados en el artículo 1, apartado 2, en particular a sitios Web o aplicaciones para dispositivos móviles incluidos en el ámbito de aplicación de disposiciones legales nacionales vigentes en materia de accesibilidad.

Pues bien, la propuesta del movimiento social de la discapacidad es que España utilice esta disposición para que la obligada trasposición en principio limitada a entidades públicas, no solo no suponga un retroceso sobre la normativa vigente, sino que vaya más allá del objeto de la Directiva cuando se trata de sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles de entidades privadas que ofrezcan servicios de uso público.





PROPUESTA

Actualmente, la disposición adicional quinta de Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, en su redacción dada por el artículo 6 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y por los artículos 4.18, 19 y 20 de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información, regula esta materia, de la forma siguiente:

Disposición adicional quinta. Accesibilidad para las personas con discapacidad y de edad avanzada a la información proporcionada por medios electrónicos.
Uno. Las Administraciones públicas adoptarán las medidas necesarias para que la información disponible en sus respectivas páginas de Internet pueda ser accesible a personas con discapacidad y de edad avanzada, de acuerdo con los criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos, antes del 31 de diciembre de 2005.

A partir del 31 de diciembre de 2008, las páginas de Internet de las Administraciones Públicas satisfarán, como mínimo, el nivel medio de los criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos. Excepcionalmente, esta obligación no será aplicable cuando una funcionalidad o servicio no disponga de una solución tecnológica que permita su accesibilidad.

Las Administraciones Públicas exigirán que tanto las páginas de Internet cuyo diseño o mantenimiento financien total o parcialmente como las páginas de Internet de entidades y empresas que se encarguen de gestionar servicios públicos apliquen los criterios de accesibilidad antes mencionados. En particular, será obligatorio lo expresado en este apartado para las páginas de Internet y sus contenidos de los Centros públicos educativos, de formación y universitarios, así como, de los Centros privados que obtengan financiación pública.

Las páginas de Internet de las Administraciones Públicas deberán ofrecer al usuario información sobre su nivel de accesibilidad y facilitar un sistema de contacto para que puedan transmitir las dificultades de acceso al contenido de las páginas de Internet o formular cualquier queja, consulta o sugerencia de mejora.

Dos. Igualmente, se promoverá la adopción de normas de accesibilidad por los prestadores de servicios y los fabricantes de equipos y "software", para facilitar el acceso de las personas con discapacidad o de edad avanzada a los contenidos digitales.

Tres. Las Administraciones Públicas promoverán medidas de sensibilización, educación y formación sobre accesibilidad con objeto de promover que los titulares de otras páginas de Internet incorporen progresivamente los criterios de accesibilidad.

Cuatro. Los incumplimientos de las obligaciones de accesibilidad establecidas en esta Disposición adicional estarán sometidos al régimen de infracciones y sanciones vigente en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

Cinco. Las páginas de Internet de las empresas que presten servicios al público en general de especial trascendencia económica, sometidas a la obligación establecida en el artículo 2 de la Ley 56/2007, de medidas de impulso de la sociedad de la información
, deberán satisfacer a partir del 31 de diciembre de 2008, como mínimo, el nivel medio de los criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos. Excepcionalmente, esta obligación no será aplicable cuando una funcionalidad o servicio no disponga de una solución tecnológica que permita su accesibilidad.

Seis. Las páginas de Internet que sirvan de soporte o canal a las redes sociales en línea, desarrolladas por entidades cuyo volumen anual de operaciones, calculado conforme a lo establecido en la normativa del Impuesto sobre el Valor Añadido, exceda de 6.101.121,04 euros, deberán satisfacer, a partir del 31 de diciembre de 2012, como mínimo, el nivel medio de los criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos. Excepcionalmente, esta obligación no será aplicable cuando una funcionalidad o servicio no disponga de una solución tecnológica que permita su accesibilidad

Se propone, dada la relevancia social de las disposiciones, ubicarlas en el articulado de la Ley en lugar de en una disposición adicional como ahora, como un nuevo Título que, por razones sistemáticas, sería el V (modificándose la numeración de lo siguientes) Dicho título mejoraría la vigente disposición adicional quinta de la Ley 3472002. El ámbito de aplicación de la obligatoriedad de cumplir los requisitos de accesibilidad, además del sector público, incluirá también el sector privado cuando ofrezca servicios de uso público en distintos sectores, pero sin vincular la definición de los mismos a los que establece, como se hace ahora, al artículo 2 de la Ley 56/2007, de medidas de impulso de la sociedad de la información. El motivo es que este artículo afecta solo a empresas que presten servicios al público en general de especial trascendencia económica, en una lista limitada de sectores (que no incluye algunos tan importantes como la educación, la salud, los servicios sociales, etc.) pero, y eso es más grave, condicionado a requisitos de volumen de plantilla y de facturación muy elevados. Es decir, solo para grandes empresas. La realidad es que se deja fuera a empresas medianas y pequeñas que ofrecen servicios de uso público en sectores básicos para que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos en condiciones de igualdad y no discriminación.
Se ordena en dos capítulos, el primero donde se recogen las obligaciones, y el segundo relativo a disposiciones comunes. Hay que advertir que los requisitos de accesibilidad se regulan mediante referencia a norma europea EN 301 549 V1.1.2 (2015-04), cuya versión española es la norma UNE-EN 301549 V1.1.2:2015, sobre requisitos de accesibilidad de productos y servicios TIC aplicables a la contratación pública en Europa. Por ello, no hay que esperar que en la norma nacional se fijen los requisitos y condiciones en concreto que han de ser obligatoriamente incorporadas. Pero la remisión a una norma europea como la señalada supone una garantía mayor de que ninguna condición de accesibilidad se va a olvidar y las que se incorporan a la Ley son las más avanzadas conforme a la técnica y evolución científica. 





PROPUESTA
TÍTULO V. Accesibilidad para las personas con discapacidad y de edad avanzada a la información proporcionada por medios electrónicos, sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles.
Capítulo I. Accesibilidad en el sector público estatal y en servicios de uso público.
Artículo 30. Objeto y ámbito de aplicación

1. Las disposiciones del presente capítulo tienen por objeto garantizar que los sitios Web, independientemente del dispositivo empleado para acceder a ellos, y las aplicaciones para dispositivos móviles, cumplan requisitos de accesibilidad.
Las mismas obligaciones de accesibilidad se exigirán a las páginas de Internet y aplicaciones móviles que sirvan de soporte o canal a las redes sociales en línea.

2. Las disposiciones de este capitulo obligan a:

a) El sector público, tal como se define en los apartados 1 y 2 del artículo 3 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público
.
b) Las empresas que ofrezcan instalaciones y servicios abiertos al público o de uso público en los ámbitos siguientes:


1. Servicios de salud. 

2. Servicios educativos y de enseñanza.

3. Servicios sociales.

4. Servicios de comunicaciones electrónicas a consumidores. 


5. Servicios financieros destinados a consumidores, que incluyen los servicios 
bancarios, de crédito o de pago, los servicios de inversión, las operaciones de 
seguros privados y los de previsión social, los planes de pensiones y la actividad 
de mediación de seguros. 

6. Mutualidades de previsión social.

6. Servicios de suministro de agua a consumidores. 


7. Servicios de suministro de gas al por menor. 


8. Servicios de suministro eléctrico a consumidores finales. 


9. Servicios de agencia de viajes. 


10. Servicios de transporte de viajeros por carretera, ferrocarril, por vía 
marítima, o por vía aérea. 


11. Servicios postales.

12. Servicios de comercio al por menor.

13. Servicios culturales, deportivos o recreativos.


14. Servicios funerarios.
c) Las empresas cuyos sitios Web y las aplicaciones para dispositivos móviles hubieran recibido financiación pública para su diseño y mantenimiento, que cubra total o parcialmente su coste. 

d) Las empresas que se encarguen, ya sea por vía concesional o a través de otra vía contractual, de gestionar servicios públicos.

e) Las empresas que ofrezcan instalaciones y servicios abiertos al público o de uso público que reciban subvenciones públicas de cualquier administración pública, ayudas procedentes  del presupuesto de la Unión Europea o de otros Estados u organismos.
3. El presente Título no se aplica a los siguientes sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles
:
a) sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles de prestadores del servicio público de radiodifusión y sus filiales, así como los de otros organismos o sus filiales que cumplan un mandato de servicio público de radiodifusión;

b) sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles de ONG que no presten servicios esenciales a los ciudadanos ni servicios que traten específicamente las necesidades de las personas con discapacidad o estén diseñados para ello.

4. El presente Título no se aplica al contenido siguiente de los sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles
:

a) formatos de archivo de ofimática publicados antes del 23 de septiembre de 2018, a menos que esos contenidos sean necesarios para tareas administrativas activas relativas a los cometidos realizados por el sujeto obligado;

b) contenido multimedia pregrabado de base temporal publicado antes del 23 de septiembre de 2020;

c) contenido multimedia en directo de base temporal;

d) servicios de mapas y cartografía en línea, siempre y cuando la información esencial se proporcione de manera accesible digitalmente en el caso de mapas destinados a fines de navegación;

e) contenidos de terceros que no estén financiados ni desarrollados por el organismo del sector público ni por las personas físicas o jurídicas obligadas conforme al apartado 2 b) de este artículo, ni estén bajo su control;

f) reproducciones de bienes de colecciones del patrimonio que no puedan hacerse plenamente accesibles por una de las causas siguientes:


i) la incompatibilidad de los requisitos de accesibilidad con la conservación del bien de que se trate o con la autenticidad de la reproducción (por ejemplo, el contraste), o


ii) la indisponibilidad de soluciones automatizadas y rentables que permitan extraer el texto de manuscritos u otros bienes de colecciones del patrimonio y transformarlos en contenidos compatibles con los requisitos de accesibilidad;

g) contenidos de extranet e intranet, o sea, sitios Web accesibles únicamente para un grupo restringido de personas y no para el público en general como tal, publicados antes del 23 de septiembre de 2019, hasta que dichos sitios Web sean objeto de una revisión sustancial;

h) contenidos de sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles que tengan calidad de archivos, en el sentido de que contienen únicamente contenidos que no son necesarios para tareas administrativas activas ni han sido actualizados ni editados con posterioridad al 23 de septiembre de 2019.

Artículo 31. Definiciones

1. «aplicaciones para dispositivos móviles»: las aplicaciones informáticas diseñadas y desarrolladas para ser usadas por el público en general en dispositivos móviles, como teléfonos inteligentes y tabletas. No incluyen el software que controla dichos dispositivos (sistemas operativos para dispositivos móviles) ni el equipo informático.

2. «contenido multimedia de base temporal»: ficheros multimedia de los siguientes tipos: solo audio, solo vídeo, audio y vídeo, o cualquiera de los anteriores combinado con interacción.

3. «bienes de colecciones del patrimonio»: bienes de propiedad pública o privada que presentan un interés histórico, artístico, arqueológico, estético, científico o técnico y que forman parte de colecciones conservadas por instituciones culturales como bibliotecas, archivos y museos.
4. «datos de las mediciones»: resultados cuantificados de la actividad de seguimiento llevada a cabo a fin de comprobar la conformidad de los sitios Web y las aplicaciones para dispositivos móviles de los organismos del sector público con los requisitos de accesibilidad dispuestos en el artículo 4. Incluyen tanto la información cuantitativa sobre las muestras de sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles comprobadas (número de sitios Web y aplicaciones con su número potencial de visitantes o usuarios, etc.) como la información cuantitativa sobre el nivel de accesibilidad.
5. «norma europea»: una norma europea según se define en el artículo 2, punto 1, letra b), del Reglamento (UE) nº 1025/2012;

6. «norma armonizada»: una norma armonizada según se define en el artículo 2, punto 1, letra c), del Reglamento (UE) nº 1025/2012;

Artículo 32. Requisitos de accesibilidad

1. Los sujetos obligados conforme a lo establecido en el apartado 2 del artículo 30 de la presente Ley deben tomar las medidas necesarias para aumentar la accesibilidad de sus sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles, haciéndolos perceptibles, operables, comprensibles y robustos.
Los cuatro principios de la accesibilidad son: perceptibilidad, en el sentido de que la información y los componentes de la interfaz de usuario deben presentarse a este de manera que pueda percibirlos; operabilidad, en el sentido de que los componentes y la navegación de la interfaz de usuario deben poder utilizarse; comprensibilidad, en el sentido de que la información y el funcionamiento de la interfaz de usuario deben ser comprensibles; y robustez, en el sentido de que los contenidos deben ser suficientemente sólidos para poder ser interpretados de forma fiable por una gran variedad de agentes de usuario, incluidas las tecnologías de asistencia. 
2. Los sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles de los sujetos obligados deben cumplir las normas armonizadas o partes de estas cuyas referencias haya publicado la Comisión en el Diario Oficial de la Unión Europea de conformidad con el Reglamento (UE) nº 1025/2012 y, en su defecto, la norma europea EN 301 549 V1.1.2 (2015-04), cuya versión española es la norma UNE-EN 301549 V1.1.2:2015, sobre requisitos de accesibilidad de productos y servicios TIC aplicables a la contratación pública en Europa, las versiones más recientes de dicha norma o las normas europeas que la sustituya, siempre que dicha versión o norma cumpla los requisitos de accesibilidad establecidos en el apartado 1 anterior y garantice al menos un nivel de accesibilidad equivalente al fijado por la norma europea EN 301 549 V1.1.2 (2015-04).
3. Se presumirá que el contenido de los sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles que cumpla las normas referidas en el apartado anterior es conforme a los requisitos de accesibilidad establecidos en el apartado 1 de este artículo.
Artículo 33. Declaración de accesibilidad

1. Los sujetos obligados conforme a lo establecido en el apartado 2 del artículo 30 deben proporcionar y actualizar periódicamente una declaración de accesibilidad detallada, exhaustiva y clara sobre la conformidad de sus sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles con el presente Capítulo.

Por lo que respecta a los sitios Web, la declaración de accesibilidad se proporcionará en un formato accesible, haciendo uso del modelo de declaración de accesibilidad mencionado en el apartado 2, y se publicará en el sitio Web correspondiente.

Por lo que respecta a las aplicaciones para dispositivos móviles, la declaración de accesibilidad se proporcionará en un formato accesible, haciendo uso del modelo de declaración de accesibilidad mencionado en el apartado 2, y estará disponible en el sitio Web de la entidad o empresa que haya desarrollado la aplicación concreta para dispositivos móviles, o bien se facilitará junto con otra información disponible al descargar la aplicación.

El Ministerio de Industria, Energía y Agenda Digital aprobará, por Orden, el modelo de declaración de accesibilidad. Dicho modelo será sustituido por el que apruebe, en su caso, la Comisión Europea.
2. Dicha declaración contendrá lo siguiente:
a) Una explicación sobre aquellas partes del contenido que no sean accesibles y las razones de dicha inaccesibilidad, así como, en su caso, las alternativas accesibles que se ofrezcan;

b) La descripción de un mecanismo de comunicación, y un enlace al mismo, que permita a cualquier persona informar al organismo del sector público sobre cualquier posible incumplimiento por parte de su sitio Web o de su aplicación para dispositivos móviles de los requisitos de accesibilidad establecidos en el artículo 32 y solicitar la información excluida , en su caso.
c) Un enlace al procedimiento de aplicación contemplado en el artículo 39, al que se pueda recurrir en caso de que la respuesta a la comunicación o a la solicitud sea insatisfactoria.

Capítulo II. Normas comunes
Artículo 34. Carga desproporcionada

1. Solo podrá alegarse por los obligados la existencia de carga desproporcionada, para solicitar la exención del cumplimiento de los requisitos de accesibilidad, cuando se aprecien las dos siguientes circunstancias:

a) El tamaño, los recursos y la naturaleza del sujeto obligado, y

b) Los costes y beneficios estimados para el obligado, en relación con los beneficios estimados para las personas con discapacidad, teniendo en cuenta la frecuencia y la duración del uso del sitio Web o aplicación para dispositivos móviles en especial.

Los sitios Web y las aplicaciones móviles de las Administraciones Públicas o de organismos o empresas integrados en el sector público, tendrán siempre la obligación de ser accesibles, sin posibilidad de alegación de carga desproporcionada y exención ulterior de deberes de accesibilidad.

2. A tal efecto, la persona física o jurídica obligada deberá solicitar tal exención al órgano directivo del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, con rango de Dirección General que tenga atribuidas las competencias en materia de discapacidad, con el informe preceptivo del órgano designado en el artículo 38 de esta ley, quien deberá resolver lo que proceda en el plazo de 6 meses, entendiéndose no autorizada si, en dicho plazo, no hay resolución expresa.

3. A la solicitud, se acompañará una memoria justificativa de las causas por las que el cumplimiento de los requisitos de accesibilidad supone una carga desproporcionada, proponiendo la adopción de medidas de accesibilidad alternativas.
4. La Resolución deberá motivar la existencia de carga desproporcionada y su relación con el o los requisitos de accesibilidad objeto de la exención, así como el plazo de duración de la misma y la adopción de medidas de accesibilidad alternativos.

Artículo 35. Fomento de la universalización de los requisitos de accesibilidad

1. Las Administraciones Públicas fomentarán que todas las empresas que ofrezcan instalaciones y servicios abiertos al público o de uso público, adapten sus sitios Web y las aplicaciones para dispositivos móviles con objeto de cumplir las normas armonizadas o partes de estas cuyas referencias haya publicado la Comisión en el Diario Oficial de la Unión Europea de conformidad con el Reglamento (UE) nº 1025/2012 y, en su defecto, la norma europea EN 301 549 V1.1.2 (2015-04), cuya versión española es la norma UNE-EN 301549 V1.1.2:2015, sobre requisitos de accesibilidad de productos y servicios TIC aplicables a la contratación pública en Europa, las versiones más recientes de dicha norma o las normas europeas que la sustituya.

2. Las medidas de fomento referidas en el apartado anterior de este artículo serán, entre otras:

- Subvenciones.

- Deducciones o incentivos fiscales.

- Medidas de educación y formación.

- Medidas de sensibilización y divulgación.

Artículo 36. Medidas de formación 
Se fomentarán y facilitarán programas de formación relativos a la accesibilidad de los sitios Web y las aplicaciones para dispositivos móviles para los interesados y el personal de los organismos del sector público y de otros sujetos obligados o no. Dichos programas estarán diseñados para formar en cómo crear, gestionar y actualizar contenidos de sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles accesibles.

Artículo 37. Medidas de sensibilización
Las Administraciones Públicas adoptarán medidas para concienciar y universalizar la adaptación de los sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles a los requisitos de accesibilidad más avanzados 
Artículo 38. Organismo responsable de la aplicación de este Título

La Secretaría de Estado para la sociedad de la información y la agenda digital del Ministerio de Industria, Energía y Agenda Digital, es el organismo responsable previsto en el artículo 9.2 de la Directiva (UE) 2016/2102 del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de octubre de 2016 sobre la accesibilidad de los sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles de los organismos del sector público.
Artículo 39. Procedimiento de aplicación de este Título

1. Se dispondrá de un procedimiento de aplicación adecuado y eficaz para garantizar el cumplimiento del presente Título, en relación con los requisitos de accesibilidad y las declaraciones de conformidad reguladas en los artículos 32 y33 de la presente Ley. 
Artículo 40. Infracciones y sanciones.
1. Los incumplimientos de las obligaciones de accesibilidad establecidas en este Título estarán sometidos al régimen de infracciones y sanciones vigente en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, recogidas en el Título III del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social.
2. Las denuncias sobre tales incumplimientos se presentarán ante el órgano competente para iniciar el procedimiento, que será el órgano directivo del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, con rango de Dirección General que tenga atribuidas las competencias en materia de discapacidad, o, en su caso, ante el órgano directivo designado en la Administración de la Comunidad Autónoma.
Artículo 41. Plazos de adaptación
1. Los sitios Web y las aplicaciones para dispositivos móviles del sector público y empresas incluidas en el artículo 30.2.a) y c) a e), deberán cumplir los requisitos de accesibilidad a la entrada en vigor del Título V de la presente Ley.
2. Los sitios Web y las aplicaciones para dispositivos móviles de las empresas determinadas en el artículo 30.2.b), que no vinieran ya obligados por normativa española, en cuyo caso continuarán observándola, deberán cumplir los requisitos de accesibilidad en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor del Título V de la presente Ley.
Enero, 2017.
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� 1. Sin perjuicio de la utilización de otros medios de comunicación a distancia con los clientes, las empresas que presten servicios al público en general de especial trascendencia económica deberán facilitar a sus usuarios un medio de interlocución telemática que, mediante el uso de certificados reconocidos de firma electrónica, les permita la realización de, al menos, los siguientes trámites: a) Contratación electrónica de servicios, suministros y bienes, la modificación y finalización o rescisión de los correspondientes contratos, así como cualquier acto o negocio jurídico entre las partes, sin perjuicio de lo establecido en la normativa sectorial. b) Consulta de sus datos de cliente, que incluirán información sobre su historial de facturación de, al menos, los últimos tres años y el contrato suscrito, incluidas las condiciones generales si las hubiere. c) Presentación de quejas, incidencias, sugerencias y, en su caso, reclamaciones, garantizando la constancia de su presentación para el consumidor y asegurando una atención personal directa. d) Ejercicio de sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición en los términos previstos en la normativa reguladora de protección de datos de carácter personal. 2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, tendrán la consideración de empresas que presten servicios al público en general de especial trascendencia económica, las que agrupen a más de cien trabajadores o su volumen anual de operaciones, calculado conforme a lo establecido en la normativa del Impuesto sobre el Valor Añadido, exceda de 6.010.121,04 euros y que, en ambos casos, operen en los siguientes sectores económicos: a) Servicios de comunicaciones electrónicas a consumidores, en los términos definidos en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones. b) Servicios financieros destinados a consumidores, que incluirán los servicios bancarios, de crédito o de pago, los servicios de inversión, las operaciones de seguros privados, los planes de pensiones y la actividad de mediación de seguros. En particular, se entenderá por: 1. Servicios bancarios, de crédito o de pago: las actividades relacionadas en el artículo 52 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito. 2. Servicios de inversión: los definidos como tales en la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores. 3. Operaciones de seguros privados: las definidas en el artículo 3 del texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre. 4. Planes de pensiones: los definidos en el artículo 1 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre. 5. Actividad de corredor de seguros: la definida en la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación en seguros y reaseguros privados. c) Servicios de suministro de agua a consumidores, definidos de acuerdo con la normativa específica. d) Servicios de suministro de gas al por menor, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos. e) Servicios de suministro eléctrico a consumidores finales, de acuerdo con lo dispuesto en el título VIII de la Ley 54/1997, de 27 noviembre, del Sector Eléctrico. f) Servicios de agencia de viajes, de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 271/1988, de 25 de marzo, por el que se regula el ejercicio de las actividades propias de las agencias de viajes. g) Servicios de transporte de viajeros por carretera, ferrocarril, por vía marítima, o por vía aérea, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa específica aplicable. h) Actividades de comercio al por menor, en los términos fijados en el apartado 2 del artículo 1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista y en su normativa de desarrollo, a las que serán de aplicación únicamente los apartados c) y d) del apartado 1 del presente artículo.





� 1. A los efectos de esta Ley, se considera que forman parte del sector público los siguientes entes, organismos y entidades: a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local. b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social. c) Los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales, las Universidades Públicas, las Agencias Estatales y cualesquiera entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas a un sujeto que pertenezca al sector público o dependientes del mismo, incluyendo aquellas que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley, tengan atribuidas funciones de regulación o control de carácter externo sobre un determinado sector o actividad. d) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de entidades de las mencionadas en las letras a) a f) del presente apartado sea superior al 50 por 100. e) Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se refieren el artículo 6.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y la legislación de régimen local. f) Las fundaciones que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector público, o cuyo patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más de un 50 por 100 por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades. g) Las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social. h) Cualesquiera entes, organismos o entidades con personalidad jurídica propia, que hayan sido creados específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos pertenecientes al sector público financien mayoritariamente su actividad, controlen su gestión, o nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o vigilancia. i) Las asociaciones constituidas por los entes, organismos y entidades mencionados en las letras anteriores. 2. Dentro del sector público, y a los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de Administraciones Públicas los siguientes entes, organismos y entidades: a) Los mencionados en las letras a) y b) del apartado anterior. b) Los Organismos autónomos. c) Las Universidades Públicas. d) Las entidades de derecho público que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley, tengan atribuidas funciones de regulación o control de carácter externo sobre un determinado sector o actividad, y e) las entidades de derecho público vinculadas a una o varias Administraciones Públicas o dependientes de las mismas que cumplan alguna de las características siguientes: 1.ª Que su actividad principal no consista en la producción en régimen de mercado de bienes y servicios destinados al consumo individual o colectivo, o que efectúen operaciones de redistribución de la renta y de la riqueza nacional, en todo caso sin ánimo de lucro, o 2.ª que no se financien mayoritariamente con ingresos, cualquiera que sea su naturaleza, obtenidos como contrapartida a la entrega de bienes o a la prestación de servicios. No obstante, no tendrán la consideración de Administraciones Públicas las entidades públicas empresariales estatales y los organismos asimilados dependientes de las Comunidades Autónomas y Entidades locales. f) (Suprimido) g) Las Diputaciones Forales y las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco en lo que respecta a su actividad de contratación.





� Las excepciones se incluyen para cumplir el artículo 1.3 de la Directiva (UE) 2016/2102


� Las excepciones se incluyen para cumplir el artículo 1.4 de la Directiva (UE) 2016/2102





� Art. 3 de la Directiva


� Art. 4 y 6 de la Directiva


� Art. 6 de la Directiva


� Se deben regular excepciones relacionadas con la carga desproporcionada en orden al cumplimiento de los requisitos de accesibilidad, conforme a la Directiva (UE) 2016/2102.





� Conforme al artículo 9.2. de la Directiva (UE) 2016/2102 del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de octubre de 2016 sobre la accesibilidad de los sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles de los organismos del sector público, "a más tardar el 23 de septiembre de 2018, los Estados miembros comunicarán a la Comisión el organismo responsable de la aplicación de la presente Directiva."


� Conforme al artículo 9.1 de la Directiva (UE) 2016/2102 del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de octubre de 2016 sobre la accesibilidad de los sitios Web y aplicaciones para dispositivos móviles de los organismos del sector público, "los Estados miembros velarán por la disponibilidad de un procedimiento de aplicación adecuado y eficaz para garantizar el cumplimiento de la presente Directiva, en relación con los requisitos establecidos en los artículos 4 y 5 y en el artículo 7, apartado 1. En particular, los Estados miembros velarán por que exista un procedimiento de aplicación, como la posibilidad de ponerse en contacto con un defensor del pueblo, para garantizar que se traten de forma efectiva las comunicaciones y solicitudes recibidas, tal como se contempla en el artículo 7, apartado 1, letra b), y para revisar la evaluación a que se refiere el artículo 5."
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